
VIII.- La Declaración de Principios de las Naciones Unidas a favor de las Personas de Edad aprobada por la
Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1991, mediante Resolución 46/91,
establece entre otros derechos que las personas de edad deberán poder aprovechar las oportunidades para
desarrollar plenamente su potencial, así como, deberán tener acceso a los recursos educativos, culturales,
espirituales y recreativos de la sociedad.

IX.- En la Segunda Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento celebrada en Madrid, del 8 a 12 de abril de
2002, recogen en su declaración política la reafirmación del compromiso de no escatimar esfuerzos para
promover la democracia, reforzar el Estado de derecho y favorecer la igualdad entre hombres y mujeres, así
como promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales, incluido el derecho al
desarrollo. Nos comprometemos a eliminar todas las formas de discriminación, entre otras, la discriminación
por motivos de edad. Asimismo, reconocemos que las personas, a medida que envejecen, deben disfrutar de
una vida plena, con salud, seguridad y participación activa en la vida económica, social, cultural y política de
sus sociedades.

Recogiendo en otras recomendaciones las siguientes:

Mejorar la disponibilidad de transporte accesible y económicamente asequible para las personas de
edad.
Mejorar la disponibilidad de servicios eficientes de transporte público en las zonas rurales y urbanas.
Facilitar el crecimiento de las nuevas formas de transporte público y privado en las zonas urbanas,
como las empresas y servicios basados en la vecindad;
Promover la participación de las personas de edad en actividades cívicas y culturales como estrategia
para luchar contra el aislamiento social y favorecer su habilitación.

X.- La Resolución del Parlamento Europeo sobre la comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento
Europeo, al Comité Económico y Social y al Comité de las Regiones: “Hacia una Europa sin barreras para las
personas con discapacidad”, (COM(2000) 284 -C5- 0632/2000 - 2000/2296(COS), señala en su itinerario a
seguir por los países de la U.E., que “La movilidad permite participar en todos los aspectos de la vida. Se
trata de un derecho del que no debería privarse a nadie. En la actualidad, numerosas iniciativas tienen como
objetivo la mejora de la movilidad, a través del aumento de las posibilidades de utilización de los transportes y
el desarrollo de la accesibilidad de los vehículos urbanos y los sistemas ferroviarios. Facilitar el uso de los
medios de transporte a las personas con discapacidad permite mejorar el transporte público, reducir la
exclusión social y mantener la movilidad y la integración”.

XI.- La Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo, de 18 de marzo de 2002, como
contribución de la Unión Europea a la citada II Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento señala la
importancia garantizar unas buenas condiciones de salud y el bienestar de las personas mayores, lo que
implica sobre todo favorecer el aprendizaje de un estilo de vida saludable, prevenir la dependencia y la
invalidez de las personas mayores, aliviar a las familias de la carga de estas personas mediante servicios
estructurados de asistencia e iniciar un debate acerca de los últimos años de la vida.

XII.- La Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, hecho en Nueva York el 13 de
diciembre de 2006, en vigor en España desde el 3 de mayo de 2008, establece como principio aplicable a las
personas con discapacidad entre otros la igualdad de oportunidades y la accesibilidad. Señalando en su
artículo 9 que: “A fin de que las personas con discapacidad puedan vivir en forma independiente y participar
plenamente en todos los aspectos de la vida, los Estados Partes adoptarán medidas pertinentes para
asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, al entorno
físico, el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la
información y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al público o de uso público,
tanto en zonas urbanas como rurales”.

XIII.- El Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la
Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, dispone en su artículo
10, entre los Derechos a la protección de la salud que:

“1. Las personas con discapacidad tienen derecho a la protección de la salud, incluyendo la prevención de la
enfermedad y la protección, promoción y recuperación de la salud, sin discriminación por motivo o por razón
de discapacidad, prestando especial atención a la salud mental y a la salud sexual y reproductiva.

2. Las actuaciones de las administraciones públicas y de los sujetos privados prestarán atención específica a
las necesidades de las personas con discapacidad, conforme a la legislación sanitaria general y sectorial
vigente.

3. Las administraciones públicas desarrollarán las actuaciones necesarias para la coordinación de la atención
de carácter social y de carácter sanitario, de forma efectiva y eficiente, dirigida a las personas que por
problemas de salud asociados a su discapacidad tienen necesidad simultánea o sucesiva de ambos sistemas
de atención, y promoverán las medidas necesarias para favorecer el acceso de las personas con
discapacidad a los servicios y prestaciones relacionadas con su salud en condiciones de igualdad con el resto
de ciudadanos”.

XIV.- El Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la
Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, dispone en su artículo
58, relativa a la financiación de las ayudase, servicios dirigidos a las personas con discapacidad que:
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